Posición de la Coordinadora Nacional de la Lucha contra el TLC, ante la carta enviada a la Defensora de los Habitantes, Dra. Lisbeth Quesada, por el Ministro de Seguridad Pública, Lic. Fernando Berrocal.

La Coordinadora Nacional, ante la gravedad de los criterios emitidos por el ministro de seguridad, Fernando Berrocal, en la carta que envió a la defensora de los habitantes, Dra. Lisbeth Quesada, denuncia  lo siguiente:

La Coordinadora Nacional, en todas sus convocatorias ha manifestado siempre que las mismas tienen un carácter patriótico y pacífico. Nunca esas convocatorias han terminado en incidentes violentos, todo lo contrario. Como ejemplo de esto fue la gran manifestación del 17 de noviembre de 2005, cuando el nuestro pueblo se volcó a las calles a decirle NO al TLC antipatriótico. Igual sucedió con la manifestación de protesta contra Oscar Arias, el 08 de mayo de este año.

A la Coordinadora Nacional le resulta muy extraño que el ministro Berrocal le reitere a la Defensora de los Habitantes la posición de principios de la Administración del presidente Oscar Arias y la firme determinación de defender el Estado Social de Derecho y la institucionalidad democrática en Costa Rica. 

Nos parece tardía esta reacción del ministro Berrocal. Le recordamos al ministro que no fue la Coordinadora Nacional, ni el movimiento social, ni el movimiento sindical los que violentan el Estado Social de Derecho y la Constitución Política. El orden constitucional fue subvertido en Costa Rica por medio de procederes políticamente cuestionados y perpetrados desde la Sala Constitucional, que permitió la reelección de Oscar Arias Sánchez.

Ante las afirmaciones del Ministro de Seguridad, en el sentido de que la legitimidad del Gobierno de la República es absolutamente incuestionable y que en una democracia esa es la única legitimidad posible y que cuestionar esa legitimidad es traición a la Patria y que hacerlo en escritos y proclamas de prensa es incurrir en el delito de sedición, la Coordinadora Nacional considera que esos criterios reflejan un matonismo  de dictadorzuelo inaceptable que quiere eliminar todo vestigio de análisis crítico y de oposición. Ese matonismo pareciera ser una constante en este gobierno que está acelerando la militarización de la fuerza pública y no nos extrañaría que en su momento termine reinstalando el ejército para que le proteja a esos cárteles político-empresariales sus millonarios intereses. 

Sí sucedieron hechos incuestionables en el año 2003 que comprometieron la legitimidad de este gobierno. Esto lo ha reiterado sistemáticamente el expresidente Luis Alberto Monge
 quién afirmó que el 3 de abril del año 2003, se había producido un vandálico acto de violencia contra la Constitución Política, sin precedentes en sus 54 años de vigencia para entonces, desde que había sido promulgada el 7 de noviembre de 1949. En esa fatídica fecha –abril del 2003-, la Sala IV, en devastador acto de violencia, pretende reformar el artículo 135 que prohíbe la reelección presidencial. Agregó que el pueblo iría tomando conciencia de la gravedad de la violenta agresión a nuestro sistema institucional, perpetrado por la Sala IV. Que había crecido y que crecería aún más, la toma de conciencia sobre ese sigiloso y corrupto golpe de Estado perpetrado por la Sala Constitucional. 

No venga entonces el señor ministro Berrocal a tratar de desviar la atención de lo que ha ocurrido en Costa Rica. Son otros los que han promovido y promueven la violencia.  Por eso instamos al ministro Berrocal para que busque a los traidores a la Patria y a los sediciosos entre sus filas. No están en la Coordinadora Nacional, ni el movimiento social, ni el movimiento sindical,  que luchan heroicamente contra los cárteles políticos-empresariales que pretenden con el TLC militar subastar este país al mejor postor. Busque a los traidores y sediciosos  en su círculo porque están más cerca de usted de lo que usted cree.

Y dice el ministro que la frontera de la legalidad, en una democracia y en un Estado de Derecho, nadie la puede cruzar impunemente sin ponerse fuera de la ley y la Constitución Política. Y qué falta entonces en Costa Rica, meter a la cárcel a los  expresidentes Luis Alberto Monge y Rodrigo Carazo, por oponerse al TLC y a todos los que afirman que la Sala IV fue más allá de sus atribuciones y que efectivamente subvirtió el orden constitucional.  

Por eso, al igual que lo hace el Consejo Universitario de la UCR La Nación (22/10/2007), manifestamos nuestra profunda preocupación ante la forma reiterada en la que el gobierno ha hecho uso de la represión policial sobre quienes han manifestado, en las calle, diferencias de opinión sobre el destino del país; en particular, sobre el sector estudiantil, que se ha visto directamente afectado por estas acciones.  

No trate el ministro Berrocal de desviar la atención de lo que está ocurriendo en nuestro país. Sí son violentas contra nuestro país las informaciones y las denuncias que vienen apareciendo en los últimos días sobre el involucramiento de los cárteles político-empresariales en el tema de la comercialización de las armas, capítulo que está en el TLC. Ahora resulta que uno de los abogados –Humberto Pacheco Alpízar-, del bufete Pacheco & Coto, representante legal  de Raytheon, donde laboran los juristas Hernán Pacheco y José Pablo Brenes, apoderados especiales de la compañía dedicada a la fabricación de armamento militar, aparece como donador
 de ¢12 millones a la campaña política de Oscar Arias Sánchez. 

El abogado José Pablo Brenes solicitó el la Gaceta la inscripción de Raytheon como marca de fábrica para nada menos que proteger sistemas de reflexión de imágenes y ubicación de objetivos para vehículos militares y sistemas armados, sensores de radar, sistemas de localización de armas, equipos contramedida activa y pasiva para aviones y vehículos, sistemas de cómputo militares móviles, sistemas de disparo de misiles para entrenamiento militar, sistemas de vigilancia de submarinos y de lanzamiento de torpedos, entre otros instrumentos de inminente uso bélico. Ese es el TLC militar que nos quieren meter. 

Como se mira, no es la Coordinadora Nacional, ni el movimiento social, ni el movimiento sindical los que andan promoviendo la comercialización de las armas. Son otros y pareciera que ya están identificados y son muy cercanos al cártel de los Arias. 

Sí es en extremo preocupante lo que se viene informando sobre Julio Nayor, vinculado
 por EE.UU. con una red de narcotráfico que lavó $6.3 millones (de dólares). Julio Nayor fue vinculado al abogado Ciro Casas, hermano del vicepresidente Kevin Casas. Hoy un cuñado de ambos, Jorge Alberto Castro Mora aparece en un documento del Registro Nacional como vendedor en 1996 de tres propiedades vinculadas a Nayor. Jorge Alberto Castro cuñado de los hermanos Kevin y Ciro Casas se separó de su cargo como asistente de la presidencia ejecutiva del Instituto de Fomento y Asesoría Municipal (IFAM) mientras se lleva a cabo una investigación interna. Pareciera que la investigación debería ir más allá de lo interno. Se debería investigar si efectivamente Julio Nayor donó dinero a la campaña del Partido Liberación Nacional. ¿No le parece preocupante la situación ministro Berrocal?







� Luis Alberto Monge, expresidente de la República, La Violencia Engendra Violencia, 29 de abril de 2005.  


� Diario La Extra, Representante legal de Raytheon donó ¢12 millones a campaña de PLN. 


� La Nación, EE.UU. vincula a Nayor con red narco que lavó $6.3 millones (de dólares).





